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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 26 de enero de 2016. 

 El Municipio de Culebra; el Hon. Iván Solís, en su capacidad 

oficial como Alcalde de Culebra; y el Jefe de Recursos Humanos del 

Municipio de Culebra (Recurrentes) comparecieron ante este foro 

apelativo en aras de que revisemos la resolución que la Oficina de 

la Procuradora de las Mujeres emitió el 31 de agosto de 2015 y 

notificó el día primero del mes de septiembre de ese mismo año.  

Por virtud del dictamen recurrido la agencia administrativa le 

impuso al Municipio de Culebra una multa de $10,000.00 por 

lesionar el derecho a la igualdad de oportunidad en el empleo.  De 

igual forma, condenó tanto al Alcalde Iván Solís como al Jefe de 

Recursos Humanos a pagar $500.00 y $250.00, respectivamente, 

por incumplir con las disposiciones de la Ley Núm. 212—1999.   

 Ahora bien, al examinar detenidamente el expediente ante 

nuestra consideración y nuestro ordenamiento jurídico, advertimos 

que el recurso de revisión judicial fue presentado tardíamente, por 
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lo que carecemos de jurisdicción para poder intervenir y adjudicar 

las controversias planteadas en sus méritos.  Veamos el porqué de 

nuestra decisión.   

 El Reglamento Núm. 8454 del 10 de marzo de 2014, 

conocido como Reglamento sobre Procedimientos Investigativos y 

Adjudicativos de la Oficina de la Procuradora de las Mujeres, le 

concede a la parte perjudicada por una decisión final de dicha 

entidad el derecho a solicitar reconsideración o recurrir en alzada 

ante el Tribunal de Apelaciones.  Art. 13.2 y 13.4 del Reglamento 

Núm. 8454, supra.  De elegir la primera alternativa, la parte 

cuenta con un término de 20 días para presentar una moción de 

reconsideración y dicho plazo comenzará a decursar desde el 

archivo en autos de la resolución en cuestión.  Art. 13.2 del 

Reglamento Núm. 8454, supra.  Una vez presentada 

oportunamente la solicitud de reconsideración, el término para 

recurrir en revisión judicial quedará interrumpido.  Íd.   

Ahora bien, conforme dispone la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme (LPAU), la agencia cuenta con 15 días 

desde que se presentó para considerarla.1  Sec. 3.15 de la Ley 

Núm. 170 del 12 de agosto de 1988, 3 L.P.R.A. sec. 2165.  Si la 

rechazara de plano o no actuara dentro de los 15 días antes 

mencionados, el término para solicitar revisión comenzará a correr 

nuevamente desde que se notifica la denegatoria o desde que 

expiran los 15 días.  Íd.  Por el contrario, si la agencia toma alguna 

determinación en su consideración, el término para solicitar la 

revisión judicial comenzará a transcurrir desde la fecha en que se 

archive en autos la copia de la notificación de la resolución que 

resuelve definitivamente la moción de reconsideración.  Íd.   

                                                 
1 Es de consignar que el manejo de las reconsideraciones ante la Oficina de la 
Procuradora de las Mujeres se rige por la Sec. 3.15 de la Ley Núm. 170, infra, 

toda vez que su reglamento no dispone sobre el asunto y el Art. 14 del 
Reglamento Núm. 8454, supra, precisa que se utilizarán las Reglas de 

Procedimiento Civil vigentes y la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme 

para resolver cualquier situación procesal que ahí no se haya contemplado.   
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Al aplicar la norma antes esbozada a los hechos del caso, 

resulta evidente que el presente recurso de revisión judicial fue 

presentado a destiempo.   

Conforme se desprende del expediente, la resolución final de 

la Oficina de la Procuradora de las Mujeres fue emitida el 31 de 

agosto de 2015 y notificada el día primero del mes de septiembre 

del mismo año.  No contestes con la decisión de la agencia, los 

aquí Recurrentes presentaron Moción Solicitando Reconsideración 

el 21 de septiembre de 2015.  Ante ello la Oficina de la 

Procuradora de las Mujeres contaba con 15 días para considerarla, 

los cuales vencían el 6 de octubre de 2015.  Sin embargo, de los 

documentos anejados no surge que la agencia haya considerado la 

misma, sino todo lo contrario, aparentemente esta dejó que 

transcurriera el término de 15 días sin disponer nada sobre el 

asunto.   

De lo antes expuesto, resulta evidente que el proceder de la 

Oficina de la Procuradora de las Mujeres se traduce a un rechazo 

de plano de la solicitud de reconsideración.  Consecuentemente, a 

partir del 6 de octubre de 2015 comenzaron a decursar 

nuevamente los 30 días para recurrir en revisión judicial ante esta 

Curia apelativa, siendo por tanto el 5 de noviembre de 2015 el 

último día de los términos.  A pesar de ello, los Recurrentes 

comparecieron ante nos el 8 de diciembre de 2015, esto es una vez 

vencido el término de 30 días establecido tanto en el Art. 13.4 del 

Reglamento Núm. 8454, supra, como en la Regla 57 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 

57.  Aunque estamos conscientes de que la Oficina de la 

Procuradora de las Mujeres emitió Resolución de Moción de 

Reconsideración el 9 de noviembre de 2015, ello no tuvo efecto 

jurídico alguno, toda vez que la decisión del 31 de agosto de 2015 

se había tornado final y firme al haber transcurrido el término para 
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recurrir en revisión judicial.  Art. 13.3 del Reglamento Núm. 8454, 

supra.   

En vista de que los 30 días concedidos para interponer un 

recurso de revisión judicial son de carácter improrrogable y 

jurisdiccional y ante el hecho innegable de que los Recurrentes 

comparecieron vencido el mismo, no cabe duda de que carecemos 

de autoridad para intervenir en el caso de marras.  Véase, Regla 57 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, y Rodríguez et 

al. v. A.R.P.E., 149 D.P.R. 111, 116 (1999).  Como la falta de 

jurisdicción no puede ser subsanada ni el tribunal puede 

arrogársela cuando no la hay, solo nos resta desestimar la acción 

ante nuestra consideración.  (Véase González v. Mayagüez Resort & 

Casino, 176 D.P.R. 848, 856 (2009); García v. Hormigonera 

Mayagüezana, supra; Carattini v. Collazo Syst. Analysis, Inc., 158 

D.P.R. 345, 355 (2003); Vázquez v. A.R.P.E., 128 D.P.R. 513, 537 

(1991)).   

 Por los fundamentos que preceden, desestimamos el recurso 

de revisión judicial presentado por los Recurrentes. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


